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Sr. S. de Vega, presidente  
 

La Sección Primera del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Zamora el día 2 de julio 
de 2026, con asistencia de los 
miembros que se expresan al 
margen, emitió, por unanimidad, el 
siguiente dictamen: 
 
 

Sr. Ramos Antón, consejero y 
ponente 
 
Sr. Caballero García, secretario 
en funciones 
 
 

 
DICTAMEN 209/2026 

 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

El día 22 de mayo de 2025 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 
solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por ssss, 
S.A., debido a los daños sufridos en un accidente por el mal estado de la 
calzada. 

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite el 29 de mayo de 2026, se 

procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del Consejo 
con el número de referencia 209/2026, iniciándose el cómputo del plazo para 
la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 52 del Reglamento de 
Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de Castilla y León, 
aprobado por resolución de 5 de febrero de 2014, de la Mesa de las Cortes de 
Castilla y León. Turnado por el presidente del Consejo, correspondió su ponencia 
al consejero Sr. Ramos Antón. 

 
Primero.- El 5 de noviembre de 2025, Dña. yyyy, en nombre y 

representación de la compañía de seguros ssss, S.A., presenta una reclamación 
de responsabilidad patrimonial ante la Delegación Territorial de la Junta de 
Castilla y León en xxx1, debido a los daños y perjuicios sufridos en un 
accidente de circulación ocurrido el 24 de agosto de 2025, sobre las 12:06 
horas, en la carretera cc-830, de xxx2 cc-820 hacia L.P. xxx3, cuando a la 
altura del punto kilométrico 12,9 sentido xxx2 el vehículo matrícula vvvv, 
asegurado en dicha compañía, colisionó con “una piedra de gran tamaño que 
ocupaba buena parte del carril de circulación del vehículo y de desconocido 
origen”. Como consecuencia de la colisión el vehículo “no pudo continuar la 
marcha, siendo necesario su rescate y retirada por una grúa”. 
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Entiende que la piedra causante del siniestro provenía probablemente 

de algún desprendimiento por causas desconocidas. 
 
Solicita una indemnización de 6.476,69 euros por los daños producidos 

en el vehículo siniestrado, tanto mecánicos como de chapa. 
 
Adjunta a su escrito copias del poder notarial para pleitos de ssss, S.A., 

informe emitido por la Agrupación de Tráfico de la Guardia Civil (destacamento 
de xxx1) el mismo día del siniestro, condiciones particulares de la póliza del 
seguro, así como informe de Valoración (peritación) y factura de reparación 
del vehículo.  

 
Segundo.- Mediante resolución de 11 de noviembre de 2025 se admite 

a trámite la reclamación y se nombra instructor del expediente  
 
Tercero.- Obra en el expediente informe de la Sección de Conservación 

y Explotación del Servicio Territorial de Movilidad y Transformación Digital de 
21 de noviembre de 2025, así como petición de informe aclaratorio a la Guardia 
Civil de 9 de diciembre de 2025 y reiteración de la misma de 10 de febrero de 
2026 (las cuales no consta que hayan sido atendidas). 

 
Cuarto.- Concedido trámite de audiencia, el 29 de abril de 2026 la 

reclamante presenta alegaciones, en las que básicamente se afirma y ratifica 
en su reclamación inicial y considera que el informe de la Sección de 
Conservación y Explotación no desvirtúa en ningún momento las conclusiones 
a las que llega el informe de la Guardia Civil. 
 

Quinto.- El 7 de mayo de 2026 se formula propuesta de resolución 
desestimatoria de la reclamación.  

 
El 15 de mayo Asesoría Jurídica informa favorablemente la propuesta. 

 
 
En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
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II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.i), 1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León. Corresponde a la Sección Primera emitir el 
dictamen según lo establecido en el apartado tercero, 1.g) del Acuerdo de 6 
de marzo de 2014, del Pleno del Consejo, por el que se determina la 
composición y competencias de las Secciones. 
 

2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas (LPAC), con las especialidades que se recogen en 
relación con los procedimientos de responsabilidad patrimonial.  

 
3ª.- La compañía de seguros del reclamante está legitimada para 

interponer la reclamación, de acuerdo con la LPAC y con el artículo 43 de la 
Ley 50/1980, de 8 de octubre, de Contrato de Seguro, y está acreditada su 
representación. No obstante, se advierte que se aportan condiciones 
particulares de la póliza del seguro que no están firmadas por el tomador, por 
lo que debería requerirse la subsanación con carácter previo a la resolución 
del procedimiento. Tampoco se ha aportado justificante de pago o 
transferencia realizada por la compañía de seguros en favor del taller que llevó 
a cabo las reparaciones, por el importe reclamado.  
 

La competencia para resolver la reclamación corresponde al delegado 
territorial de la Junta de Castilla y León en la provincia, conforme a lo 
establecido en el artículo 82.2 de la Ley 3/2001, de 3 de julio, del Gobierno y 
de la Administración de la Comunidad de Castilla y León y el artículo 20 del 
Decreto 30/2021, de 4 de noviembre, de desconcentración de competencias 
en el titular de la Consejería de Fomento y Medio Ambiente, en los titulares de 
sus órganos directivos centrales y en los de las Delegaciones Territoriales de 
la Junta de Castilla y León.  

 
La reclamación se ha interpuesto en tiempo hábil, de acuerdo con lo 

establecido en el artículo 67.1 de la LPAC.  
 
4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “Los particulares, 

en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados 
por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en 
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los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. 

 
La referencia constitucional a la ley debe entenderse hecha a los 

artículos 32 y siguientes de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público (LRJSP), a la que además se remite el artículo 82.1 
de la Ley 3/2001, de 3 de julio, del Gobierno y de la Administración de la 
Comunidad de Castilla y León. 

 
Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo, la reiterada doctrina 

del Consejo de Estado, así como la de este Consejo Consultivo, la responsabilidad 
patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia de los siguientes 
requisitos: a) daño efectivo, evaluable económicamente e individualizado en 
relación con una persona o grupo de personas; b) antijuridicidad del daño, en 
el sentido de que la persona que lo sufre no tenga el deber jurídico de 
soportarlo, de acuerdo con la ley; c) imputabilidad a la Administración de la 
actividad dañosa, es decir, la integración del agente en el marco de la 
organización administrativa a la que pertenece o la titularidad pública del 
servicio o la actividad en cuyo ámbito se produce el daño; d) relación de 
causalidad entre la actividad administrativa y el resultado dañoso, esto es, que 
el daño sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal de un servicio 
público; e) ausencia de fuerza mayor. Asimismo, se exige que la reclamación 
se presente antes de que transcurra un año desde el momento en que se 
produjo el hecho causante. 

 
5ª.- El asunto sometido a consulta versa sobre un expediente de 

responsabilidad patrimonial, por daños ocasionados en un accidente acaecido 
en la carretera autonómica cc-830, como consecuencia de la existencia de una 
piedra en la calzada.  

 
Según se indica en la reclamación, la Administración tiene “la 

responsabilidad del mantenimiento de la vía en debido estado para el uso que 
le es propio, con las debidas condiciones de seguridad para personas y 
vehículos”, deber de conservación y mantenimiento que según ella se habría 
incumplido ya que ni se habría retirado la piedra ni se habría colocado, 
mientras tanto, señalización alguna de peligro de accidentes. 

 
La Administración autonómica entiende que los hechos no han quedado 

suficientemente acreditados, apreciando determinadas contradicciones en el 
informe de la Guardia Civil, y que no existe relación de causalidad. 
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Además, considera que “el estándar de funcionamiento exigible al 
servicio de conservación no puede demandar que se retire de un modo 
inmediato cualquier obstáculo de la vía tan pronto como ocurra éste, y sin que 
exista un previo aviso o denuncia que pueda advertir de tal circunstancia”.  

 
El artículo 57.1 del texto articulado de la Ley sobre Tráfico, Circulación 

de Vehículos a Motor y Seguridad Vial, aprobado por el Real Decreto Legislativo 
6/2015, de 30 de octubre, establece que “Corresponde al titular de la vía la 
responsabilidad del mantenimiento de la misma en las mejores condiciones 
posibles de seguridad para la circulación y la instalación y conservación en ella 
de las adecuadas señales y marcas viales”.  

 
Como ha señalado reiteradamente el Consejo de Estado (Dictamen 

3.225/2002, de 9 de enero de 2003, entre otros), “la Administración tiene el 
deber de mantener las carreteras abiertas a la circulación pública en condiciones 
tales que la seguridad de quienes las utilicen quede normalmente garantizada. 
Este deber de la Administración establece el nexo causal entre la actuación u 
omisión administrativa y las consecuencias dañosas de los eventos puramente 
fortuitos que signifique quiebra de tales condiciones mínimas de seguridad que 
aquélla está obligada a garantizar”. 

 
En cuanto a la existencia de la relación de causalidad entre los daños 

sufridos por los reclamantes y la prestación del servicio público, es necesario 
probar que tales daños traen causa directa e inmediata de su funcionamiento 
normal o anormal. Este extremo corresponde acreditarlo a la parte interesada, 
de acuerdo con los viejos aforismos necessitas probandi incumbit ei qui agit y 
onus probandi incumbit actori, el principio general sobre la carga de la prueba 
contenido en el artículo 217 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento 
Civil, y lo que, más específicamente para el régimen de la responsabilidad 
objetiva de la Administración, dispone el artículo 67.2 de la LPAC. La 
Administración, por su parte, deberá probar los hechos que, en su caso, 
desvirtúen los alegados por la parte reclamante. 

 
En el caso examinado, una apreciación conjunta de las actuaciones 

obrantes en el expediente y, en especial, de las diligencias instruidas por la 
Guardia Civil, permiten apreciar que el evento dañoso fue debido a la existencia 
de piedras en la calzada. Por su parte, la administración autonómica admite 
que es titular de la carretera. 
 

En cuanto al adecuado mantenimiento viario, no consta en el 
expediente la frecuencia de las labores de limpieza o de vigilancia preventiva. 
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En todo caso, sí resulta acreditado que la carretera estaba en buen estado de 
conservación puesto que en palabras del propio informe de la Sección de 
Conservación y Explotación “A fecha de referencia el firme estaba en buen 
estado. Se trata de un tramo recto con una ligera curva con radio en planta 
muy amplio y en pendiente descendente. Tiene buena visibilidad en ese punto, 
superior a 200 metros”, además dicho informe indica que “Revisada la 
documentación sobre la carretera cc-830, disponible en esta Sección de 
Conservación y Explotación de Carreteras, no consta ninguna incidencia 
registrada en la fecha y el tramo a que hace referencia esta reclamación”. En 
consecuencia, no queda acreditado que fuera exigible una señalización 
específica de peligro P-26, que sólo resulta obligatoria en el caso de los puntos 
con desprendimientos frecuentes. Asimismo, y según el informe de la Guardia 
Civil la superficie del firme se encontraba seca y limpia, y no existían 
restricciones de visibilidad. 

  
La citada ley sobre Tráfico impone a los conductores de vehículos -

usuarios del servicio público- unos deberes, tales como conducir con la diligencia 
y precaución necesaria para evitar todo daño propio y ajeno (artículo 9.2); 
estar en todo momento en condiciones de controlar sus vehículos (artículo 
11.1), respetar los límites de velocidad establecidos y tener en cuenta, además, 
las características y el estado de la vía, las condiciones meteorológicas, 
ambientales y de circulación y, en general, cuantas circunstancias concurran 
en cada momento, a fin de adecuar la velocidad del vehículo a las mismas 
(artículo 19.1). 

 
El estándar de funcionamiento exigible al servicio de conservación no 

puede demandar que se retire de un modo inmediato cualquier obstáculo de 
la vía tan pronto como ocurra éste, y sin que exista un previo aviso o denuncia 
que pueda advertir de tal circunstancia.  

 
En definitiva, el desprendimiento de piedras producido y la presencia en 

la calzada de una piedra de considerables dimensiones con la que colisionó el 
vehículo, sin que exista aviso de algún incidente anterior ni posterior a la 
actuación de la Guardia Civil, implican que se está en presencia de un evento 
no imputable a un mal funcionamiento del servicio público de carreteras. Esto 
es, la posibilidad de que el desprendimiento se hubiera producido poco antes 
del siniestro, hace que, por muy estricto concepto que se tenga de esa función 
de vigilancia, no quepa imputar a la Administración en el presente caso 
incumplimiento o cumplimiento defectuoso de dicha función, por no retirar 
perentoriamente de la calzada, de un modo inmediato, los obstáculos existentes 
en ésta, lo que puede originarse de forma repentina; a riesgo, en otro caso, 
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de convertir a la Administración en aseguradora universal de todos los eventos 
dañosos que se puedan manifestar durante el funcionamiento normal del 
servicio público viario. 

 
Por consiguiente, no ha quedado acreditado un incumplimiento por la 

Administración de su deber de conservación de la carretera en estado adecuado 
para la seguridad del tráfico ni una conducta omisiva que se pueda reprochar 
a la misma considerando el estándar de seguridad vial que las circunstancias 
exigían.  

 
A la vista de cuanto antecede, procede desestimar la reclamación al no 

haber quedado debidamente acreditado el necesario nexo causal entre los 
daños sufridos y el funcionamiento del servicio público.  

 
 

III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 
Procede dictar resolución desestimatoria en el procedimiento de 

responsabilidad patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación 
presentada por ssss, S.A., debido a los daños ocasionados en un accidente por 
el mal estado de la calzada. 
 
 

No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
 


